DEBEMOS HACERNOS CARGO DE LA PROBLEMÁTICA DE LOS DERECHOS DE LA TIERRA QUE LES CORRESPONDE A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS EN CADA LUGAR
Desde Amerindia unimos nuestras voces haciéndonos eco del pedido de justicia y de apoyo a las comunidades originarias de Formosa por los hechos de público conocimiento:
                              DESDE LA SECRETARIA DE CONFAR

Estimadas/os hermanas/os: 
Les hacemos llegar una pequeña reseña de los trágicos episodios sufridos por la comunidad originaria Qom en "La Primavera" y del acompañamiento que vienen realizando los Religiosos y Religiosas de la Filial de Formosa.

En la pag web de La Región NEA de CONFAR http://www.confarnea.wordpress.com pueden encontrar más noticias sobre este tema.

Nos unimos en oración para que esta triste situación de injusticia pueda esclarecerse lo antes posible y que como Vida Religiosa sigamos en camino, donde la  vida reclama.  Saluda fraternalmente. 

                                                                            P. Daniel Echeverria, msscc                                                                                                                  Secretario Ejecutivo 

Secretaría de CONFAR
 Telefax: (011) 5272-6093 / 5272-6094
 Atención al Público: Martes a Viernes de 10 a 17:30 hs.
Visite nuestra página WEB: www.confar.org.ar
                                                                                                  29 de noviembre de 2010.

Estimados:


Como parte del equipo de animación de la Vida Religiosa en Formosa les contamos que:
La noche del 23 de noviembre nos hemos acercado al lugar “Laguna Blanca” con gente del equipo de ENDEPA y EDIPA (Equipos Nacional y Diocesano de Pastoral Aborigen) para escuchar y estar a disposición de la gente y sumar en lo que pudiéramos.


Al llegar fuimos a la comisaría de Laguna Blanca para escuchar lo que podían decir las autoridades policiales. Nos explicaron en detalle su versión de los hechos. Nos mostraron las "armas" que incautaron a los originarios: palos, palas, machetes y algunas puntas de lanza.


Cuando les preguntamos sobre los detenidos se nos informó que los varones estaban en la comisaría (que no debería ser así ya que la policía era parte implicada en el tema) y que las mujeres y niños estaban en el hospital.

 
Al no poder charlar con los detenidos en comisaría fuimos al hospital para ver si podíamos charlar con las mujeres. No pudimos porque justo el juez estaba haciendo la autopsia del policía difunto.


Con el párroco del lugar, miembros del equipo de ENDEPA y EDIPA , de la VR, la abogada e Israel Alegre, (originario qom que nos acompañó desde Formosa) fuimos viendo estrategias para el día siguiente y acciones a realizar judicialmente.

Cuando estábamos de regreso hacia Formosa la abogada policial llama a la abogada de ENDEPA y le pide si puede hacerse cargo junto a las hermanas de Nainek (población cercana) de las mujeres y niños que estaban en la comisaría porque ahí no podían quedarse por orden del juez y en atención a los derechos del niño... 


Nos habían mentido..


Las mujeres y niños estaban en la comisaría... escondidos... Frente a la representante de los derechos humanos  pasaban estas cosas en la comisaría.

Fuimos, las escuchamos. Estaban brutalmente golpeadas, especialmente las más ancianas. Una tenía la pierna quebrada por la represión y otras apenas caminaban. Había con ellas menores de 6, 3 y 1 año. (¡Detenidos!)

Fueron trasladadas al hospital y permanecieron allí hasta el día siguiente. Nosotros volvimos a Formosa para hacer acciones correspondientes en el supremo tribunal de justicia: habeas corpus y pedido de excarcelación de detenidos/as.


El miércoles 25 cercano al mediodía volvimos a La Primavera y estuvimos acompañando a la gente. Gendarmería, junto a las fiscales y el juez realizaron pericias. Miembros de la VR ayudaron a sacar fotos de los ranchos quemados por la policía, que ahora están como testimonio dentro de la causa.


Es asombroso ver la resistencia de este pueblo que golpeado y reprimido no ha salido de la ruta por más de 4 meses y ahora sigue apostado ahí exigiendo escucha, justicia, dignidad.
Por la noche fuimos a Laguna Blanca para traer a las detenidas donde sus familias y más tarde a traer a los detenidos.

 Con colaboración de gente solidaria pudimos comprar pan y mortadela para calmar el hambre de los hermanos y hermanas Qom que estaban en la ruta y también de los detenidos/as, ya que hacía 2 días no comían nada.


Les han quemado sus ranchitos y en ellos todo lo que tenían: ropa, alimentos, juguetes, bicicletas... Todo. Quedaron con lo puesto y sin nada...

Al recibir la ayuda y al encontrarse otra vez con los detenidos se los veía rezar y llorar... Eso nos movilizó a nosotros también.


Las acciones judiciales siguen su curso y miembros del equipo de ENDEPA y  EDIPA que también pertenecen a la VR están haciendo lo que humanamente pueden para aliviar el sufrimiento de estos hermanos y hermanas, a los cuales  se les han violado todos los derechos.

Las versiones son encontradas. Por resultados de la autopsia realizada al aborigen asesinado, la versión que más se asemeja es la de los originarios.


Pero estamos convencidos que la responsabilidad excede a la fuerza policial. El único responsable de lo sucedido es el Gobernador Gildo Insfrán y su ministro de gobierno Jorge González. Han hecho caso omiso de la presencia de los Qom en la ruta por más de 4 meses, negándose a entablar un diálogo que pudiera destrabar el asunto. 


El aparato represor es manejado por el gobierno. El feudalismo que se vive en tiempos de "democracia" en esta provincia genera miedo y silencios cómplices. Dios quiera que este lamentable hecho que nos toca vivir sea el comienzo del fin de esta dictadura solapada que vive nuestra provincia.

Recemos y repudiemos todo lo que esté en contra de la dignidad del ser humano. Sobre todo aquel ser humano más pobre, más vulnerable y menos tenido en cuenta. Los cánticos de siervo sufriente de Isaías nos pueden ayudar a rezar y la fuerza liberadora del Dios de la Vida que nos llama y nos quiere ahí "donde la vida reclama" nos animen en la lucha por la verdad, la justicia y "la vida abundante" de estos pueblos originarios que claman al cielo.

     Hna. Claudia Aragón, HMA y P. Jorge Tournour, SDB 
                                         Por el equipo de VR de Formosa

                            Comunicado de las Organizaciones sociales

El 23 de noviembre pasado, la policía de Formosa asesinó al qom Roberto López, al reprimir ferozmente un corte de ruta que la Comunidad indígena La Primavera llevaba adelante en reclamo por la posesión de sus tierras ancestrales. 
 
Los cortes de la ruta nacional 86 habían comenzado hace ya cuatro meses, cuando parte de las tierras de esta comunidad fueron indebidamente cedidas por el gobierno de la provincia a la Universidad Nacional de Formosa, en concordancia con la política del gobierno de Gildo Insfrán de desconocer sistemáticamente los derechos de posesión y propiedad de las tierras de los pueblos originarios.
 
Lamentablemente no es la primera vez que en el país se reprime a los pueblos originarios y a las comunidades campesinas, y esto tiene que ver no solo con la corrupción y arbitrariedad que caracteriza al gobierno de Insfrán, sino con causas más profundas vinculadas con el modelo extractivo imperante: monocultivo de soja, minería a gran escala, monocultivo de árboles, agrocombustibles y el avance de la frontera petrolera son políticas de Estado que se iniciaron en la década pasada bajo el gobierno menemista, que todavía hoy continúan y se profundizan con la protección de los gobiernos provinciales que medran de estas políticas.   

En este contexto, desde FOCO exigimos al gobierno nacional que sea consecuente con la política de derechos humanos que lleva adelante, y se pronuncie y condene este crimen y las sistemáticas violaciones a los derechos de los pueblos originarios, y se comprometa a lograr el pronto esclarecimiento y castigo a los responsables políticos y materiales del hecho.
 
Insfrán tiene que rendir cuentas ante la justicia por  este crimen y los permanentes  atropellos contra los pueblos originarios.
Los pedidos de justicia dicen: Debemos tomar en serio la problemática de los derechos de la tierra que les corresponde a los pueblos originarios, mediante la denuncia de los responsables (terratenientes) de cada lugar  y  su complicidad con las fuerzas, con la Politica  de entrega y los  gobiernos de turno.

El diaguita Javier Chocobar fue asesinado en Tucumán el 12 de octubre de 2009. 

Sandra Juárez, campesina santiagueña, murió el 13 de marzo de 2010 cuando enfrentaba una topadora.

En abril de 2009, y durante un prolongado corte de ruta, indígenas del Pueblo Wichi también murieron en la ruta formoseña. 

María Cristina López, de 22 años, y Mario García, de 48. Ambos pedían lo mismo que la Comunidad La Primavera, respeto a sus derechos.

El qom Roberto López fue asesinado el 23 de noviembre cuando la policía de Formosa reprimió un corte de ruta donde se reclamaba por tierras ancestrales. 

También dieron conocimiento de que el sábado pasado, cuatro “patoteros al servicio de Cacho García, presidente del Consejo Deliberante de Formosa Capital, atacaron en su propia casa con garrotes y machetes a Chela Altamirano, referente de los “sin techo” hiriendo gravemente a su marido”. 

      En la Argentina los pueblos indígenas son  sometidos a un genocidio silencioso

                       Adolfo Pérez Esquivel -  ALAI AMLATINA, 03/12/2010.- 

En la Argentina los pueblos indígenas son  discriminados, silenciados y sometidos a un genocidio silencioso a  través del tiempo, expulsándolos de sus tierras ancestrales, destruyendo 
 la biodiversidad de los montes, esencial para su vida y sustento.
 
 No se les reconoce su identidad, ni valoran sus culturas; viven  arrinconados sin protección alguna y sufren la represión, en éste caso  concreto en la Comunidad QOM La Primavera, en Formosa. De víctimas, los  indígenas han pasado a ser acusados de ser los victimarios, con la 
 complicidad de jueces y el gobernador de la provincia de Formosa, un terrateniente feudal que maneja la provincia de acuerdo a sus intereses.

Las consecuencias de la fuerte represión policial ordenada por el juez y el gobernador, Gildo Insfrán, su ministro de gobierno, Jorge Gonzáles,  el comisario de Laguna Blanca, Ricardo Cajes, es el asesinato de dos  miembros de la comunidad Qom, Sixto Gómez y Roberto López, el día 23 de  noviembre y la quema de 17 casas dejándolos en la total indigencia,  donde continúan siendo amenazados.
 
 A Buenos Aires llegó Félix Díaz, líder de la comunidad, reclamando el  derecho de su pueblo; quien salvó su vida gracias a la ayuda de sus  hijos que lo ocultaron en el monte para impedir que lo asesine la  policía. Félix intenta tener una entrevista con la Presidenta Cristina  Fernández, esperemos pueda lograrla y reclamar el fin de la represión y  el respeto a sus tierras según lo establece la Ley 23.160 de Emergencia  de Tierras de las Comunidades Originarias del país.

 Desde los ámbitos oficiales provinciales y nacional se enarbolan  banderas en defensa de los derechos humanos, que se acota a la época de  la dictadura militar desde 1976 a 1983, pero no se quiere mirar la  situación actual de los derechos humanos que con absoluta impunidad  continúan violándolos, como la Constitución Nacional, la Convención  Internacional de los pueblos indígenas, proclamado por la ONU y la  Convención 169 de la OIT-
 
 Esto que señalo no es nuevo, es un grave problema estructural que viene  desde hace muchos años, podríamos decir desde la conquista y la  independencia como nación, que ha cumplido el Bicentenario para algunos,  mientras los pueblos originarios continúan excluidos y iscriminados.
 
 Todo el manejo hipócrita de la gobernación de Formosa y las graves  consecuencias que vive la Comunidad Qom, me recuerda a T. Mentón cuando  señala que: “La mayor necesidad de nuestro tiempo es limpiar la enorme  basura mental y emocional que atasca nuestras mentes y convierte toda  vida política y social en una enfermedad de masas. Sin esa limpieza  doméstica no podemos empezar a ver. Si no vemos, no podemos pensar”.
 
 Hay mucha basura mental y debemos actuar rápidamente para evitar mayores  males, como es la apropiación de las tierras de los hermanos indígenas  en todo el territorio nacional
 
 Reclamamos la intervención de la Provincia de Formosa, la renuncia del gobernador Insfrán y de su ministro de gobierno Jorge Gonzáles, con  quien me entrevisté en Buenos Aires hace aproximadamente dos meses para  tratar el problema de las comunidades en Formosa y terminó asumiendo la  represión en lugar de una solución, beneficiando al terrateniente que 
 quiere apropiarse de las tierras, Cecilio, Pedro y Ariel Celía, siendo  uno de ellos el que disparó primero contra Félix Díaz
 
 Reclamamos la destitución y procesamiento del comisario de Laguna Blanca  y los policías que intervinieron en la represión y muerte de los  hermanos de la comunidad La Primavera, habiendo llegado más de cien  policías a caballo y de otras reparticiones de la provincia, mientras la  gendarmería nacional se instalaba como espectadora y no para evitar la  represión.

 El gobierno de la provincia de Formosa es aliado del gobierno nacional,  pertenece al mismo partido peronista K. El gobierno nacional tiene que  tener claro que sostener a una gobernación que reprime y margina a los  pueblos originarios no es ético, ni bueno para el mismo gobierno y el  país, al que contaminan con la basura mental y acciones facinerosas y  represivas.
 
 He tratado estos días de comunicarme con el Jefe de Gabinete, Aníbal  Fernández, en Casa de Gobierno, sin resultado alguno, pareciera que  frente a éstos conflictos los teléfonos y celulares están “ocupados para  no oír, ni ver”.
 
 El reclamo que quería hacerle es: el envío urgente de una comisión  investigadora para determinar los responsables de los asesinatos, la quema de viviendas y se respete el derecho de los pueblos originarios y  enviarles ayuda humanitaria, les falta agua y alimentos y reponer sus  bienes quemados por la policía y los matones Celía. La gendarmería  nacional es dirigida y dependiente del gobierno nacional, debe dar orden  de protección a la Comunidad La Primavera y evitar mayores males. Estas  desgracias pasan en el país y el gobierno sabe que en Formosa su aliado  Insfráin no lo va a hacer.
 
 El gobierno trata de “negociar” frente a la grave situación, entre el  gobernador y la comunidad La Primavera, es decir en romance campero,  “les quieren enroscar la víbora”; no deben caer en negociar con los  asesinos; es necesario tener claridad conceptual y mucha firmeza, los 
 crímenes cometidos contra los indígenas y la destrucción y quema de las  casas no pueden quedar en la impunidad.
 
 Es necesario señalar que viajaron a la Comunidad la Primavera, algunos  diputados, representantes del INADI, de organismos de derechos humanos,  Amnesty Internacional llevando solidaridad y apoyo, pero no es  suficiente, hay que encontrar soluciones permanentes y el derecho de  verdad y justicia.
 
 La pregunta es si tiene que haber muertos y heridos, donde la desgracia  y el dolor se instale para que los funcionarios del gobierno reaccionen  y piensen qué van hacer para paliar o lo que es peor silenciar el dolor  de los pueblos originarios, para que nada cambie.
 
 La Argentina no es soberano, nos han transformado en feudos medioevales.  Tengo que señalar que otros gobernadores hacen lo que quieren y no lo  que deben, como en La Rioja y San Juan, que actúan como feudos y  desconocen la ley nacional de protección de los glaciares para  beneficiar a sus socios y aliados de empresas transnacionales mineras  como la Barry-gold y La Alumbrera.
 
 ¿Bicentenario, democracia, derechos humanos, para quien? Debemos liberar  la palabra para comprender qué estamos viviendo. El antiguo proverbio  dice: “El pez no ve el agua, porque vive en ella” y muchas veces el agua  está contaminada y podrida y no se ve.
                                              - Adolfo Pérez Esquivel es Premio Nobel de la Paz 1980.

 Buenos Aires, 2 de diciembre del 2010
 


                           El sujeto indígena en el Estado moderno

(VIII Análisis de Coyuntura de América Latina y el Caribe, Julio-Septiembre 2010, Centro Gumilla, Venezuela)

El XI encuentro de la Red de Solidaridad y Apostolado Indígena de la Compañía de Jesús en América Latina sirvió de excusa para compilar algunos datos sobre la situación de los pueblos originarios en la región. Aunque en realidad se trata de un tema con sumas complejidades debido a las grandes asimetrías entre los pueblos indígenas y sus relaciones con cada uno de los estados donde hacen vida, no deja de ser importante incorporarlo en un informe de coyuntura. 

En este caso, además de constituir una de las opciones de la Compañía de Jesús en América Latina desde sus inicios, en la actualidad gana mayor fuerza el acompañamiento a los pueblos indígenas debido al mensaje de preservación integral de la tierra, la diversidad cultural y la riqueza ambiental en nuestros países que ellos contienen en su espíritu. 

En 1984 se hizo la primera reunión de un colectivo que quería compartir experiencias indígenas. En ese momento eran iniciativas muy diferentes, con cosas en común pero diversidad de abordajes. En realidad, la presencia de representantes de distintas etnias, además de sacerdotes y religiosas, se dio años después. 

En 1991 se hizo la reunión en el contexto de la cercanía de la conmemoración de los 500 años de la llegada de los conquistadores al continente. Para Jerónimo Hernández s.j., relator del recorrido histórico de la Red, en ese momento se objetaba que se quisiera ver la fecha como una celebración, pero eso significó, a su vez, un despertar de la memoria indígena. En ese momento surgieron las dudas sobre el papel de la Compañía de Jesús; según Hernández: “¿Debíamos acompañarlos en su desaparición o en su renacer? ¿Los pueblos indígenas serán capaces de afrontar los retos de los estados neoliberales?”. Eran otros tiempos y otro panorama político y económico en la región.

En algún punto de los años noventa, la experiencia del encuentro dio mayor cabida a la noción del reconocimiento a la espiritualidad honda que los pueblos indígenas mostraban a través de sus propias expresiones. 

En 2005, por ejemplo, cuando la reunión se realizó en Bolivia, la discusión tuvo que ver con la participación política de los indígenas dentro de sus contextos sociales. Obviamente había diferentes posturas, que hoy se mantienen en dos sentidos: o las comunidades no quieren nada con un Estado que consideran occidental, impositivo y desconocedor de la diversidad; o más bien toman los mismos instrumentos de ese Estado para cambiarlo. Ese año, Evo Morales, de ascendencia aymara, ya estaba lanzado como candidato a la presidencia de Bolivia, donde ganó las elecciones gracias al consenso y las fuerzas de sindicatos, movimientos sociales y pueblos indígenas.

Actualmente Bolivia vive un proceso de reconstrucción de un Estado plurinacional con 36 identidades indígenas reconocidas, y una mayor ocupación de puestos de poder por parte de indígenas. Claro que entre los retos de ese renacer se encuentra la disparidad entre pueblos indígenas andinos y los de tierras bajas, así como también la tensión constante entre el centralismo frente a las autonomías regionales y los controles económicos en un país tan pobre.

El encuentro de 2010 se dio en la sede de la Universidad Indígena de Venezuela, a 800 kms. de Caracas. Allí se dieron cita unos 40 invitados internacionales de distintas latitudes de América Latina, desde México hasta el Cono Sur, y el encuentro pudo  reunir a más de 100 personas que incluyeron a los jóvenes estudiantes de la universidad, líderes de pueblos indígenas, sacerdotes, religiosas y laicos aliados con el trabajo de acompañamiento a pueblos originarios.

Los peligros que rodean la choza

Las amenazas que rodean la sustentabilidad de los pueblos indígenas en el continente pasan, en la mayoría de las ocasiones, por proyectos políticos y económicos que pretenden despojarlos de sus espacios, tanto los tradicionales como los espacios en donde están reducidos. La pérdida de tierras, mantos acuíferos, recursos animales y vegetales, la presencia de minerales y otras riquezas en sus predios, terminan amenazando su cultura y su identidad.

Asimismo, hay otra serie de acciones que van minando la territorialidad indígena, básica para su preservación. A lo largo del continente se registran acciones como leyes y reformas legislativas que afectan el derecho sobre las tierras y los recursos; hay además una creciente militarización en zonas indígenas, por control territorial y fronterizo o por la protección de riquezas naturales, que afecta las relaciones y los flujos de esos pueblos; otro elemento es la introducción del dinero y el intercambio económico, de manera acelerada, que en ocasiones pervierte las relaciones de los asentamientos en su relación con el entorno. Por otro lado se suma el acaparamiento de tierras por manos privadas o estatales para su monocultivo o explotación intensiva, la producción de biocombustibles, la generación y transmisión de hidroelectricidad, el ecoturismo, las migraciones forzosas y el descontrol sobre minerías ilegales y narcotráfico. Todo esto configura un mapa de riesgos muy difíciles de superar por los pueblos indígenas y los estados.

Chile: de los mapuches resistentes

Durante más de 90 días, un grupo de 34 indígenas mapuches realizaron una huelga de hambre dentro de distintas cárceles chilenas. Los mapuches decidieron radicalizar su protesta en vista de que el Estado no quiso cambiar algunas consideraciones en sus causas penales y les aplicaba una ley antiterrorismo que los ponía a la orden de la justicia militar por acciones que constituían simples resistencias al desalojo de tierras y el incumplimiento de derechos constitucionales. El movimiento mapuche, aunque es bastante disperso, se viene articulando desde estos episodios de protesta. Las mediciones indican que siete de cada diez mapuches ya viven en ciudades, donde además sus protestas sufren de una discriminación racial manifiesta, pues cuando se trata de mineros o sindicatos, la represión del Estado ha sido distinta.

En Chile, el desplazamiento forzoso de indígenas ocurre por minería y mayormente por el avance de la industria forestal. Con ambas actividades, el país apuesta por el desarrollo de su economía y se aprovecha de lo atomizada de la movilización mapuche para no repararlos con otras tierras. Diversos movimientos de solidaridad se han movido en la región, e incluso han perseguido al presidente Sebastián Piñera en sus giras internacionales, pero dentro de Chile la situación es más difícil para una etnia cuyos 600 mil miembros buscan articularse y, a pesar de sus episodios de resistencia, van perdiendo su lenguaje y su cultura: según el Centro de Estudios Públicos, actualmente sólo 15% de los mapuches, en las ciudades, hablan en su lengua originaria con sus hijos.

Brasil: el gigante disperso

Brasil cuenta con la inmensa Amazonía y una gran diversidad de pueblos indígenas, algunos de ellos incluso aislados o autónomos del Estado, en su propia calificación. Desde 1990 hay una gran extensión de tierras invadidas en el oeste del Paraná. Allí, pueblos como el guaraní perdieron sus asentamientos y su posibilidad de sobrevivir porque los espacios de confinamiento no permiten su desarrollo y promueven la migración. En los últimos años se han asumido distintas políticas favorables a la agroexplotación, aprovechando el empujón productivo que pone a Brasil entre las primeras economías del mundo, pero dejando de lado a los colectivos más desfavorecidos. Por otra parte, la presencia de hacendados armados que actúan en la impunidad, ha permitido que se registren episodios de violencia e incluso asesinatos cuando los indígenas intentan retomar espacios. Actualmente se acaba de crear una Secretaría Nacional de Salud Indígena para atender algunas poblaciones originarias que seguían excluidas del sistema.

Paraguay: cambió el gobierno pero nada más

Hay otros ejemplos como el Paraguay, país donde el idioma guaraní es oficial junto al castellano, pero en el que sólo 1,6% de su población es indígena. Paraguay vive un tiempo de cambio político, pues la caída del Partido Colorado, después de décadas de hegemonía, cambió las relaciones de poder. Igualmente la coyuntura de que el presidente Fernando Lugo no cuente con una mayoría legislativa hace que no haya mayores cambios en una economía agrícola que permite la siembra de transgénicos y estimula el monocultivo intensivo de soja y maíz.

México: los tarahumaras en pobreza crítica

El más reciente informe del PNUD (Programa de la Naciones Unidas para el Desarrollo) da cuenta de las graves dificultades que viven los indígenas mexicanos –12 millones, 10% de la población nacional–, especialmente los asentamientos tarahumaras (rarámuri) en la parte alta de la Sierra Tarahumara en el estado norteño de Chihuahua. Los tarahumaras conforman una población de 50 mil habitantes y sus índices de pobreza levantan la señal de alarma del PNUD. Según sus cifras, viven una mayor desigualdad social respecto al resto de los mexicanos: 50% de sus niños padece desnutrición y sólo uno de cada diez rarámuri tiene acceso a algún servicio básico del Estado como agua, salud o educación. Los informes aclaran que no sólo se trata del despojo de sus tierras, sino del desamparo del Gobierno nacional, cuyo presupuesto destinado a la materia no llega a los más desfavorecidos y esto se traduce en que el ingreso de los tarahumaras llega a ser 17 veces menor que el de los capitalinos. 

Asimismo, los desbalances en el sistema de justicia, que termina penalizando a los más pobres y no proporciona intérpretes de lenguas indígenas, ha llevado a la cárcel a centenares de representantes de muchos de los 62 grupos etnolingüísticos que perviven en México. Sin embargo, la Comisión Nacional de Derechos Humanos del país informó que en 2010 han liberado a 363 indígenas en todo el territorio.

Perú: el humo de Bagua no se esfuma

Perú vive algunas dificultades en el mundo indígena. Su población aborigen ronda los 4 millones de personas, tres cuartas partes de ella son quechua, el resto son aymaras y otras decenas pequeñas comunidades lingüísticas. Unos 250 mil indígenas habitan la zona amazónica del Perú, y allí fue donde se dieron los episodios de resistencia y recuperación de la tierra en un sector llamado Bagua. 

A partir de 2008, la zona ha vivido enfrentamientos entre poblados indígenas awajún (aguarunas) y fuerzas del Estado; el más grave de ellos el 4 de junio de 2009, cuando se reportaron 33 muertos y varios desaparecidos, en un conflicto que luego incluyó también a los jesuitas del sector, cuando el Gobierno los responsabilizó de haber manipulado a los indígenas para actuar en contra de las fuerzas de seguridad. Detrás del desplazamiento territorial está la búsqueda de minería y petróleo en esas tierras, mientras que el movimiento indígena se ha ido resquebrajando por su constante criminalización y por una cantidad de dádivas otorgadas por el Gobierno, como motos y otros regalos, a algunos líderes de las 52 comunidades participantes del conflicto.

Ecuador: avances con desconfianza

Ecuador, por su parte, tiene más de 45 pueblos indígenas, algunos de ellos en aislamiento voluntario, y que actualmente viven unas movilizaciones por los recursos naturales, que resultan interesantes de seguir. Actualmente el país tiene un sistema de distribución de agua dulce que suministra 80% del servicio a sólo 20% de la población total. Las leyes dicen que el agua no puede ser privatizada, pero los pueblos indígenas le temen a que haya una peor distribución del recurso y por eso se han mostrado cautelosos ante nuevas legislaciones. 

Asimismo hay problemas de comunicación y educación sobre los efectos ambientales que generan las minas y la explotación de hidrocarburos. Aunque las nuevas legislaciones garanticen la conservación del ambiente, esto pocas veces se cumple, en perjuicio de las comunidades que colindan con zonas de explotación intensiva. Un cambio importante que se está impulsando en Ecuador es que el reconocimiento a los pueblos indígenas aumente en el sentido de que no sean meros actores para consultar sobre la explotación de sus tierras, sino que además tengan el suficiente poder para autorizar o no esas obras.

Venezuela: derechos de papel

Venezuela ha avanzado en materia indígena con legislaciones y otros cambios nominales, pero no con prácticas reales. En Venezuela conviven unas 30 agrupaciones indígenas dispersas y alejadas de las grandes ciudades, salvo en el nor-occidente, cuyo reconocimiento y protección está avalado por la Constitución aprobada en 1999 y una ley de protección a pueblos y comunidades indígenas. 

Asimismo cuenta con un ministerio para asuntos indígenas, representantes en el parlamento nacional y algunos otros entes del Estado encargados de su atención. Sin embargo, con toda esta arquitectura legal existen deudas acumuladas con los pueblos originarios. 

La Constitución preveía que para 2001 debían estar delimitadas las tierras indígenas, y hasta los momentos no se ha demarcado oficialmente una sola ni se le ha otorgado el derecho de propiedad colectiva a las comunidades pisatarias. Asimismo, hay varios indígenas que se encuentran encarcelados y, aunque también lo contemplan las leyes, tampoco se ha cumplido el mandato de permitirles ser juzgados por sus propios pueblos.

Por un lado el Gobierno, a juicio del hermano jesuita José Korta, provee una política incluyente, pero que puede significar un retroceso si la participación en ella significa defender al Gobierno, porque eso no se corresponde con la identidad indígena. A su juicio “Chávez apoya tanto al movimiento indígena que lo puede sofocar”, y no se refiere tanto a la afectividad sino al otorgamiento desordenado de recursos económicos que terminan generando conflictos en las comunidades indígenas y convirtiéndolas en clientas o pedigüeñas del Estado.

Por otra parte hay iniciativas independientes, como la Universidad Indígena de Venezuela, que en estos momentos es un lugar de confluencia de 60 jóvenes de nueve pueblos indígenas distintos, que buscan fortalecer su identidad, sistematizar el conocimiento ancestral de su etnia, y convertirse en los líderes de la próxima generación en cada una de sus comunidades. Fue la UIV, en el caño del río Tauca, la que sirvió de centro para la reunión de la Red de Solidaridad y Apostolado Indígena de América Latina.

Nota: al cierre de este informe de coyuntura, el hermano jesuita José María Korta junto a Ramón Sanare, un ayudante de la UIV, realizaron durante 7 días una huelga de hambre en Caracas exigiendo la libertad del cacique Sabino Romero y dos indígenas más, y el inicio de las demarcaciones de territorios indígenas. La huelga fue levantada bajo el compromiso del Estado de atender ambas problemáticas.

